INFORME DE  LA INTERVENCIÓN GENERAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID DE 27 DE MARZO DE 2013. CONTRATOS. CESIÓN DE CRÉDITOS. TOMA DE RAZÓN DEL ENDOSO. POSIBILIDAD DE EFECTUAR ASIENTO DIRECTO. 
Modalidad de informe: Consulta.
Áreas temáticas: Contratación. Gasto Público.

Informe vigente.
Se plantea ante esta Intervención General consulta procedente de la Intervención Delegada en la Consejería de Economía y Hacienda en relación a los criterios a seguir en las cesiones de créditos de certificaciones de obras en que consta comunicación fehaciente de endoso, cuando dicha comunicación es posterior a un embargo sobre el endosante, y el órgano gestor plantea la necesidad de tramitar el reconocimiento de obligaciones.

La consulta planteada trae causa de los siguientes

ANTECEDENTES

La empresa ______ resultó adjudicataria de un Acuerdo Marco, cuyo objeto consistía en ejecutar las obras que resultasen necesarias sobre el patrimonio inmobiliario de la Comunidad de Madrid.
En el curso de la tramitación del expediente se comprobó, en la Base de Datos de Terceros del Sistema de Información Económico Financiera de la Comunidad de Madrid, que sobre dicha empresa recaía diligencia de embargo número __/1014 de fecha 24 de septiembre de 2012, entre otras.
Las certificaciones de obra derivadas del Acuerdo Marco han sido endosadas, en su mayor parte, por _____ a la Entidad Financiera ________ y comunicado fehacientemente el endoso.

La Intervención Delegada en la Consejería de Economía y Hacienda devolvió al órgano gestor las certificaciones endosadas, alegando la imposibilidad de efectuar la toma de razón de endosos cuya comunicación fehaciente a la Administración sea de fecha posterior a la del embargo.

Estos antecedentes suscitan por parte de la Intervención Delegada en la Consejería de Economía y Hacienda las cuestiones del siguiente tenor literal:

1. ¿La notificación fehaciente de una cesión de crédito debe realizarse únicamente mediante escrito de notificación específico o puede aceptarse como tal las certificaciones y/o facturas con diligencia al dorso de firmas del endoso?

2. Cuando, como el caso que nos ocupa, se pretenden tramitar por un órgano gestor facturas endosadas mediante obligaciones reconocidas (documentos contables OK) de un tercero sobre el que pesa orden de embargo: ¿Podrían fiscalizarse favorablemente bien propuestas de pago con toma de razón de endoso o bien propuestas de pago con forma de pago por transferencia, a fin de facilitar que la tramitación del expediente de pago llegue hasta la Tesorería General de la Comunidad de Madrid, órgano administrativo responsable de ponerse en contacto con quienes lanzaron la orden de embargo? Y si alguna de las dos posibilidades fuera factible: ¿Qué prevenciones habrían de tomarse en la Intervención Delegada en la Consejería afectada y en la Intervención Delegada en la Tesorería en el momento de la fiscalización de los documentos OK, bien en el momento de su contabilización, bien en el momento de la fiscalización de las órdenes de pagos?.

3. Cuando, como sucede en este caso, pudiere ser favorable la fiscalización del reconocimiento de obligaciones pero desfavorable la propuesta de pago y, en consecuencia, el documento contable OK o ADOK hubiera de ser fiscalizado desfavorablemente en su conjunto: ¿Debiera realizarse asiento directo a fin de que la contabilidad financiera en su cuenta de “Acreedores pendientes de pago” recogiera dicho importe?
Antes de resolver las cuestiones que se suscitan en la consulta planteada, procede realizar las siguientes 
CONSIDERACIONES

I
La tramitación de expedientes en los que se produce una transmisión de derechos de cobro nacidos de contratos administrativos mediante endoso o cesión, ha sido analizada en diversas consultas formuladas ante esta Intervención General, habiéndose emitido informes de fechas 9 de diciembre de 1994, 3 de marzo de 1998, 11 de junio de 2007, 24 de enero y 2 de marzo de 2011. 
La transmisión de los derechos de cobro se regula en el artículo 218 del Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre (TRLCSP), y se completa con la regulación sustantiva general contenida en los artículos 1526 a 1536 (Transmisión de créditos) y 1203 a 1213 (Novación) del Código Civil. 
Si bien el Código Civil no exige autorización del deudor para la perfección de la cesión de los créditos, el artículo 218.2 del TRLCSP exige que “Para que la cesión del derecho de cobro sea efectiva frente a la Administración, será requisito imprescindible la notificación fehaciente a la misma del acuerdo de cesión.”. 
El contenido de este precepto ha sido ratificado igualmente por la Junta Consultiva de Contratación Administrativa del Estado en su Informe 7/04, de 12 de marzo de 2004, al afirmar que “los requisitos fundamentales o imprescindibles en la terminología del artículo, para que la cesión produzca sus efectos propios en cuanto al pago por la Administración son que el derecho de cobro frente a la Administración exista y que se notifique fehacientemente”, así como por el dictamen 2/96 de la Abogacía del Estado en relación a la interpretación de la Regla 59 de la Instrucción de operatoria contable a seguir en la ejecución del gasto del Estado, aprobada por Orden del Ministro de Economía y Hacienda de 1 de febrero de 1996, sobre transmisión de derechos de cobro frente a la Administración, a tenor del cual “Para la efectividad de la transmisión de los derechos de cobro frente a la Administración, se requiere ineludiblemente que aquélla le sea notificada de forma fehaciente. Sólo a partir de la realización de la notificación, la Administración queda obligada con el cesionario del crédito, de tal forma que desde entonces debe expedir el mandamiento de pago precisamente a favor de dicho cesionario, mientras que hasta ese momento quedaba liberada si extendía el aludido mandamiento a favor del cedente.”
En definitiva, los requisitos esenciales a los que se supedita la efectividad de las cesiones de crédito en la contratación administrativa son:
· La existencia del crédito que se quiere ceder.

· La notificación fehaciente a la Administración del acuerdo adoptado en tal sentido. 

Una vez realizadas estas consideraciones generales, puede darse respuesta a la primera de las cuestiones suscitadas, en torno a la idoneidad de un documento que sirva de soporte instrumental para la notificación fehaciente de una cesión de crédito. La Instrucción de esta Intervención General, de 8 de marzo de 1989, sobre toma de razón de transmisión de créditos mediante endoso o cesión, establece que “la transmisión de créditos derivados de obligaciones de la Comunidad de Madrid deberá ser documentada precisamente en el original del documento que incorpore el crédito cedido (certificación de obra o factura)…”. 
En este mismo sentido, el informe 2/2001, de la Comisión Consultiva de Contratación Pública de la Junta de Andalucía, responde completamente a la cuestión planteada, al señalar “la notificación fehaciente a la Administración de la cesión de los derechos de cobro puede hacerse en las certificaciones, facturas o mediante cualquier medio que acredite su constancia.”
Por su parte, la Junta Consultiva de Contratación Administrativa del Estado, en su informe 7/2004, de 12 de marzo, concluye “el requisito fundamental para que la cesión de créditos frente a la Administración surta sus efectos característicos, según el artículo 100 de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas
, es la notificación fehaciente a la misma del acuerdo de las primeras, segundas y sucesivas cesiones y que existan tales derechos de cobro, sin que pueda quedar condicionada a normas procedimentales o modelos no previstos en la vigente legislación de contratos de las Administraciones Públicas.”
II

La segunda de las cuestiones planteadas gira en torno al embargo de los derechos de cobro y a la denominada “toma de razón” de su transmisión. 
La inembargabilidad de los derechos de cobro se regula en el artículo 216.7 del TRLCSP, referente al pago del precio en los contratos administrativos, que señala: "Sin perjuicio de lo establecido en las normas tributarias y de la Seguridad Social, los abonos a cuenta que procedan por la ejecución del contrato, solo podrán ser embargados en los siguientes supuestos:
a. Para el pago de los salarios devengados por el personal del contratista en la ejecución del contrato y de las cuotas sociales derivadas de los mismos. 
b. Para el pago de las obligaciones contraídas por el contratista con los subcontratistas y suministradores referidas a la ejecución del contrato.”
La exclusión, recogida en el citado precepto, a que una resolución administrativa sancionadora, o una sentencia condenatoria del contratista, no pueda hacerse efectiva mediante el embargo de certificaciones de obra expedidas por las Administraciones Públicas, salvo en los supuestos previstos en el citado artículo, toma como base la razón esgrimida por el Tribunal Constitucional en su sentencia 169/1993 (que precisamente, declara constitucional el artículo 47 de la Ley de Contratos del Estado, de similar redacción al 216.7 TRLCSP), según la cual “…No se discrimina con ello a los demás acreedores, por otros títulos, del contratista, porque esta diferenciación a la hora de la ejecución forzosa está inequívocamente orientada a propiciar ‐vale repetir‐ la mejor realización y conclusión de la obra pública, finalidad que da sentido a la misma certificación de obra y que quedaría frustrada, como es notorio, si la misma o su importe se aplicasen a satisfacer cualesquiera otros débitos del contratista.”
En este sentido, el informe 16/1997, de 22 de septiembre, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad de Madrid resulta muy ilustrativo al exponer que " si el contratista cumplió debidamente las obligaciones derivadas del contrato y así le ha sido reconocido por la Administración con la expedición de certificaciones, no puede (…) ver perjudicados sus derechos, y la Administración, si aquél decidiese transmitir los derechos de cobro que le corresponden, siguiendo el procedimiento legalmente establecido -notificación fehaciente- no puede rechazar dicha transmisión, entre otras razones porque la intervención de la Administración, a través de la toma de razón de los endosos, no es constitutiva de la misma.”
Ahondando en la cuestión de la toma de razón del endoso por los servicios de contabilidad, el Informe 6/2011, de 10 de febrero, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón precisa que “la transmisión de los derechos de cobro exige exclusivamente que se comunique de forma fehaciente tal negocio jurídico al poder adjudicador, teniendo efectos liberatorios el pago efectuado a favor del cesionario desde ese momento. La denominada “toma de razón” –que ya no se encuentra entre los requisitos legales- en modo alguno puede condicionar la eficacia de la transmisión una vez comunicada de forma fehacientemente, momento a partir del cual el mandamiento de pago debe ser expedido a favor del cesionario. Y es que esta toma en “razón” tiene meros efectos “internos” sin que proyecte sus efectos sobre el acto de cesión válidamente realizado.” 
Como sostiene Javier García de Enterría
, la toma de razón es “un acto debido de carácter reglado que la Administración realiza con efectos meramente internos, que básicamente tiene por finalidad tomar nota del acto de cesión realizado”.

Asimismo, la Intervención General de la Administración del Estado, en su informe de 4 de mayo de 1998, considera que “las Oficinas de Contabilidad no pueden negarse a efectuar la toma de razón de las cesiones de créditos notificadas, sin perjuicio de que en el momento del pago, si existiesen incidencias -embargos, compensaciones, etc.- se pueda excepcionar el pago al cesionario.”
Cuando un órgano judicial ordene el embargo de un derecho de cobro transmitido válida y eficazmente, deben establecerse mecanismos de cautela para no perjudicar los derechos del cedente y del cesionario, así como no entorpecer la actividad del órgano judicial, para lo cual parece conveniente que exista una coordinación de actuaciones entre órganos administrativos.
III

La última de las cuestiones planteadas, de índole contable, se refiere a la procedencia de realizar asiento directo a fin de reflejar el importe de las certificaciones embargadas pendientes de reconocimiento, en la rúbrica de “Acreedores pendientes de pago”. A tal respecto debemos puntualizar que la Orden 1166/1997, de 3 de junio, de la Consejería de Hacienda, por la que se aprueba el documento contable soporte de asiento directo, establece en su artículo 3.1: “El documento contable Soporte de Asiento Directo se utilizará para el registro contable de operaciones con trascendencia patrimonial, financiera o económica, cuando dichas operaciones no puedan documentarse y contabilizarse con algún otro documento contable oficial en vigor”. 

El importe de las certificaciones de obra objeto de esta consulta corresponden a operaciones de las que surgen obligaciones de carácter económico, para las que existen documentos contables para la ejecución del presupuesto de gastos, regulados mediante Orden 1704/1990, de 18 de julio, del Consejero de Hacienda. 

Si, llegado el momento de reconocimiento y contabilización de la obligación de pago al acreedor, mediante la tramitación del documento contable OK, se hubiera efectuado anteriormente un asiento directo para consignar el importe de la deuda con dicho acreedor, se estaría dando lugar a una doble contabilización. 

Es más, el acreedor estará incorporado en la Base de datos de Terceros gestionada por la Dirección General de Política Financiera, Tesorería y Patrimonio, garantizándose así su inclusión en el circuito financiero, resultando innecesario el trámite de efectuar asiento directo alguno, ya que los datos de los embargos que sobre él mismo recaen han sido extraídos precisamente de dicho subsistema de información.

Con base en lo expuesto en las anteriores consideraciones esta Intervención General formula las siguientes

CONCLUSIONES

- Para que la cesión de créditos en el seno de los contratos administrativos produzca sus efectos propios los únicos requisitos son que el derecho de cobro frente a la Administración exista y que se notifique fehacientemente a esta última la primera y las segundas y sucesivas cesiones, mediante cualquier medio que acredite su constancia. 
- La fiscalización del reconocimiento de la obligación y propuesta de pago que conlleve cesión de créditos transmitidos válida y eficazmente, debe llevarse a cabo sin perjudicar derechos del cedente y del cesionario. La toma de razón no puede condicionar la eficacia de la transmisión.
- Los documentos soporte de asiento directo se utilizan cuando las operaciones cuyo registro contable se pretende efectuar no puedan documentarse o contabilizarse con algún otro documento contable oficial en vigor. 
� Actual artículo 218 del Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público.





� JAVIER GARCÍA DE ENTERRÍA, Comentario a la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, Madrid 1996, pág. 455
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